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ORDEN DE  LA CONSEJERA DE SEGURIDAD POR LA QUE SE ACUERDA EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO PARA LA ELABORACIÓN DE UN ANTEPROYECTO DE LEY DE ESPECTÁCULOS PÚBLICOS Y ACTIVIDADES RECREATIVAS.
El Estatuto de Autonomía del País Vasco declara en su artículo 10.38 que la Comunidad Autónoma de Euskadi tiene competencia exclusiva en materia de espectáculos. En este marco, la norma con rango de ley que regula este ámbito en nuestra Comunidad es la Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas; una ordenación que lleva vigente durante más de una década y que actualmente precisa de una modificación que se adapte a las necesidades actuales del sector que nos ocupa.

Desde la promulgación de la ley vigente la sociedad se ha visto inmersa en un moviendo de grandes cambios sociales, culturales y económicos, siendo uno de los ámbitos donde mayor notoriedad se manifiestan en la confluencia de personas, de intereses y de necesidades en el campo de ocio, reflejo de una sociedad dinámica y plural, que a menudo requiere velar por un equilibrio entre la voluntad de ofrecer a la ciudadanía la libre elección de opciones sobre su ocio y diversión y la necesidad de evitar los perjuicios que una oferta no ordenada podría provocar a la sociedad en su conjunto.

Por tales razones se debe configurar un marco normativo que otorgue seguridad y vele por la calidad en la oferta del ocio y el tiempo libre, con unos parámetros claros y seguros tanto para los organizadores como para la ciudadanía en general que faciliten la convivencia.

En el contexto de las reflexiones se inserta la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior, directiva transpuesta al ordenamiento español en virtud de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. En el espíritu de dicha normativa está fomentar y promover la iniciativa particular eliminando barreras a las libertades de establecimiento, así como controles formales administrativos que no resulten justificados por razones de orden público o de protección de intereses superiores o no resulten proporcionados al fin perseguido.

La Ley 17/2009, de 23 de noviembre parte de una serie de premisas a tener en cuenta. Entre las más destacadas hay que señalar la libertad de establecimiento para el ejercicio de una actividad de servicios, la prelación de un régimen de comunicación o de declaración responsable ante el, hasta la fecha preferente, régimen de autorización administrativa, la apuesta por la simplificación procedimental y la facilitación de trámites al interesado, así como, de igual modo, la materialización de una política de calidad en la prestación de aquéllos.

Así, la Ley 7/2012, de 23 de abril, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior modifica la regulación de la licencia de establecimiento en un sentido semejante al de la licencia de actividad en la reforma de la ley de medioambiente.

Todas estas premisas deberán encontrar acomodo en la nueva norma legal proyectada, una norma que derogará la Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, y que deberá implicar no sólo una interiorización de los principios planteados por la ley estatal, adaptándolos al sector servicios en su vertiente del ocio.

No obstante, se requiere de una mayor reflexión sobre el impacto que supone tal cambio de paradigma en el conjunto de la ley de espectáculos y actividades recreativas, procurando disminuir los controles e intervenciones administrativas que no sean estrictamente necesarios por razones de seguridad pública o protección de los derechos de los usuarios.

Todo lo cual acarrea la pertinencia de la sustitución de la antigua ley por una nueva ley para ajustar el espíritu del conjunto de la norma a los principios inspiradores de la Directiva 2006/123/ CE.

La nueva regulación versaría sobre los siguientes fundamentos:

a) La nueva regulación debe fomentar y promover la iniciativa sin perder de vista, fundamentalmente, la necesidad de velar por otros intereses generales presentes, tales como el orden y la seguridad; la protección civil; la protección de los derechos de los usuarios; la protección de menores, etc.

En este sentido, el protagonismo de la nueva norma será para el ciudadano, para el interesado ó, más técnicamente, para el titular o prestador, quien ostentará la facultad para dirigirse directamente a la administración competente, manifestando su deseo de ejercer una actividad empresarial. En contrapartida, la Administración estará obligada a facilitar las expectativas emprendedoras de las personas, a dotar de fluidez al procedimiento y a minimizar las trabas que puedan condicionar, en exceso, la apertura de un establecimiento público o la organización de un espectáculo o actividad recreativa.

b) La nueva ley deberá abordar con extensión los derechos y deberes del público o usuarios de organizadores y de terceros afectados por la celebración de los espectáculos y actividades recreativas.

c) Igualmente debe configurar un sistema de control administrativo más flexible y acorde con la citada normativa comunitaria, configurando la mera presentación de una declaración responsable del titular u organizador ante la administración como requisito suficiente para iniciar la actividad, sin necesidad de autorización administrativa previa, salvo en los casos expresamente previstos en la ley. Es decir, que el régimen de autorización sólo procederá para supuestos específicos previstos en la propia ley en los que, objetivamente, pueda darse una mayor situación de riesgo,

Tal medida favorece la libertad de empresa, pero no implica la relajación de las exigencias de seguridad para los usuarios y público, dado que los establecimientos más sujetos a riesgos quedan sometidos a control previo; los organizadores adquieren un compromiso explícito que les hace responsables junto con los técnicos que subscriben el proyecto en los casos de declaración responsable, y por último, porque la administración debe efectuar su labor de verificación y comprobación de las manifestaciones del interesado, así como de inspeccionar los locales y actividades.

d) El resto de la regulación, una vez fijados los fundamentos troncales, deberá discurrir en la misma dirección: mayor autonomía para el titular o prestador, reducción de la intervención administrativa y exigencia del mantenimiento de las condiciones de seguridad y calidad para los espectáculos, actividades y establecimientos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley.

e) La ley debe diseñar un modelo de reparto de atribuciones entre las instituciones vascas coherente con la existencia de intereses locales o supralocales, la capacidad de cada ámbito institucional y, sobre todo un modelo que promueva la cooperación y colaboración interinstitucional a través de los distintos instrumentos que al efecto considera el ordenamiento vigente.

El procedimiento de elaboración y tramitación de la presente Ley deberá ajustarse a las prescripciones contenidas en la Ley 8/2003, 22 de diciembre, del Procedimiento de Elaboración de las Disposiciones de Carácter General (LPEDG), así como en el Acuerdo de Consejo de Gobierno, de 28 de diciembre de 2010, por la que se acuerdan las instrucciones de Tramitación de Disposiciones de Carácter General.

En este sentido, la LPEDG establece en su artículo 4.1 que el citado procedimiento se iniciará por Orden del titular del Departamento competente por razón de la materia sobre la que versa la disposición normativa proyectada, texto que se erige en fundamento básico y eje central del procedimiento de elaboración de la norma.

En atención a lo expuesto, y de conformidad con lo establecido en el artículo 5.1 LPEDG, que especifica el contenido necesario que habrá de observar la Orden de iniciación,

RESUELVO

PRIMERO.- Objeto y competencia para ordenar la iniciación del procedimiento.

1.- El objeto de la presente Orden es acordar el inicio del procedimiento de elaboración del anteproyecto de Ley de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas.

2.- En cuanto a la competencia para ordenar el inicio del procedimiento, la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del Procedimiento de Elaboración de las Disposiciones de Carácter General, establece en su artículo 4.1 que este procedimiento de elaboración se iniciará por Orden de la Consejera o Consejero titular del Departamento competente por razón de la materia sobre la que versen.

SEGUNDO.- Viabilidad jurídica y material de la norma.

El artículo 10.38 de la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco (EAPV), atribuye a la Comunidad Autónoma Euskadi  competencia exclusiva en materia de espectáculos. Asimismo en virtud de lo dispuesto en  su artículo 17, dispone de competencias en materia de seguridad pública.  

Por otra parte, mediante Real Decreto 2585/1985, de 16 de diciembre, se traspasó a la Comunidad Autónoma los servicios que la Administración del Estado desempeñaba en su territorio en materia de espectáculos, señalado que “el ejercicio de las competencias correspondientes a espectáculos en cuanto afecte a la seguridad pública, se ajustará a los preceptos delimitadores de la competencia en esta última materia entre el Estado y la Comunidad Autónoma del País Vasco”.

El Decreto 20/2012, de 15 de diciembre, del Lehendakari, de creación, supresión y modificación de los Departamentos de la Administración Autónoma del País Vasco y de determinación de funciones y áreas de los mismos, atribuye al Departamento de Seguridad entre otros las siguientes funciones y áreas de actuación: Juego, apuestas y espectáculos, y Policía de la Comunidad Autónoma.

De conformidad con el artículo 4.1 del Decreto 194/2013, de 9 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Seguridad, se atribuye a la Consejera de este Departamento el ejercicio de las competencias establecidas en el artículo 26 de la Ley 7/1981, de 30 de junio, de Gobierno, así como cuantas le atribuya la legislación vigente en el ámbito de las funciones y áreas de actuación que corresponden al Departamento en virtud del  Decreto antes citado.

TERCERO,- Objeto y finalidad del Anteproyecto de Ley.

El Anteproyecto de Ley tiene por objeto la regulación de los espectáculos públicos y de las actividades recreativas que se desarrollen en el territorio de la Comunidad Autónoma de Euskadi, así como las condiciones y requisitos que deben reunir los establecimientos públicos y espacios abiertos donde aquellos se celebren o realicen, sean sus titulares u organizadores entidades públicas o personas físicas o jurídicas privadas, tengan o no finalidad lucrativa y se realicen de modo habitual u ocasional.

La finalidad de este Anteproyecto es facilitar que los espectáculos públicos y las actividades recreativas se desarrollen adecuadamente de modo que no se ponga en riesgo la integridad de las personas participantes y asistentes, se garantice la convivencia ciudadana y no se altere la seguridad y el orden público.

Su desarrollo y aplicación por parte de las administraciones públicas y los organizadores de los espectáculos y actividades recreativas se inspira en los siguientes principios orientadores:

a) La convivencia pacífica y ordenada entre las personas espectadoras, participantes y usuarias de los espectáculos y actividades recreativas.

b) El respeto de los derechos de las personas que viven cerca de los lugares donde se llevan a cabo estas actividades.

c) La seguridad y la salud de las personas espectadoras, usuarias y personal al servicio de los establecimientos públicos, de los espectáculos públicos o de las actividades recreativas.

d) La calidad, comodidad y sostenibilidad ambiental de los equipamientos, espectáculos públicos y actividades recreativas.

CUARTO.- Repercusión en el ordenamiento jurídico.

La aprobación de la norma proyectada conllevará la derogación  de la Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, así como todas las normas de igual o inferior rango que se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

También prevé la modificación del  Decreto Legislativo 1/2007, de 11 de septiembre, de aprobación del texto refundido de la Ley de Tasas y Precios Públicos de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco

Asimismo, podrá conllevar modificaciones para la adaptación de la normativa sectorial a la nueva realidad surgida tras la aprobación de esta iniciativa.

QUINTO.- Incidencia presupuestaria.

Se realizará la correspondiente memoria económica que se incorporará al expediente, en la que se expresará el coste, con la cuantificación de los gastos y su repercusión en los Presupuestos de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Euskadi, todo ello en virtud de lo previsto en el artículo 10.3 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del Procedimiento de Elaboración de las Disposiciones de carácter General.

SEXTO.- Trámites e informes procedentes.

1.- La redacción del texto del Anteproyecto de Ley se realizará atendiendo al contenido de esta Orden, teniendo en cuenta las opciones que mejor se acomoden a los objetivos perseguidos y, en su caso, al resultado de las consultas e informes que se soliciten para garantizar el acierto y legalidad de la regulación prevista.

2.- De conformidad a lo dispuesto en el Acuerdo de Consejo de Gobierno de 28 de diciembre de 2010, por el que se aprueban las instrucciones de tramitación en el procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general, la presente Orden de iniciación se hará pública en el espacio colaborativo de conocimiento compartido: http://elkarlan.jakina/webguneak/legesarea.

A priori, se estima que pueden ser procedentes, preceptivos y/o convenientes los siguientes trámites y solicitudes de informes:

A.- Estudios preparatorios.
B.- Orden de inicio.
C.- Elaboración del texto del proyecto.
D.- Tramitación intradepartamental:

›Informe de la asesoría jurídica departamental.

›Memoria económica (evaluación coste-beneficio, valoración del gasto público, repercusión económica)

›Evaluación de impacto de género.

›Informe sobre disminución de cargas administrativas.

›Orden de aprobación.

E.- Informes y audiencias preceptivos:

›Informe del Consejo Vasco de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas (no preceptivo)

›Informe de la Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi. 


›Informe del Consejo Económico y Social Vasco.


›Informe de la Dirección de Política Lingüística.


›Informe de Emakunde (art. 2 ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hombres.)


›Audiencia pública.


›Audiencia a Kontsumobide-Instituto Vasco de Consumo.


›Audiencia a otros posibles interesados:  Asociación de Municipios Vascos (EUDEL)

›Audiencia al resto de Departamentos del Gobierno Vasco.

F.- Informes y audiencias preceptivos:


›Informe de la Oficina de Control Económico


›Informe de la Comisión Jurídica Asesora

Con anterioridad a las solicitudes de informe a la Oficina de Control  Económico y a la Comisión Jurídica Asesora se elaborará la memoria económica y una memoria sucinta de procedimiento que se incorporarán al expediente.
Séptimo.- Sistema de redacción

El sistema que se utilizará para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8.1 de la Ley 10/1982 del Euskera será el sistema de corredacción, de acuerdo a las directrices de actuación establecidas por el IVAP.
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